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Una, de la Sen. Gloria Lavara Mejía, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO
Jorge Emilio González Martínez, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo, Gloria Lavara Mejía y Verónica Velasco Rodríguez, senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las comisiones de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca y Estudios Legislativos para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de esta Cámara en la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:

EXPOSICION DE MOTIVOS

Las reformas a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, aprobadas en 1996, durante la LVI Legislatura del Congreso de la Unión constituyeron un grave retroceso legislativo en materia de protección al ambiente y preservación del equilibrio ecológico, ya que las mismas tienden al fomento de todo tipo de actividades empresariales, sin que existan medios eficaces para impedir que éstas causen daños al ambiente y al equilibrio ecológico. 

Así pues, sostenemos que dichas reformas contravienen los principios constitucionales en que se sustenta la facultad del Congreso de la Unión para la expedición de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y, obviamente, para reformarla. En efecto, tales principios nos indican que una legislación ambiental debe, por imperativo constitucional, velar, antes de cualquier otra cosa, por la protección al ambiente y la preservación y restauración del equilibrio ecológico. Así las cosas, se puede afirmar que las reformas mencionadas dieron como resultado una Ley, en lo general, anticonstitucional. 

Resulta inaceptable que las reformas señaladas hayan eliminado, de hecho, la obligación de evaluar el impacto ambiental de actividades y obras previamente a su realización, lo que ocurre al establecerse una serie de supuestos de exclusión que, dada su amplitud y extensión, convierten a la mencionada obligación en excepción y no en regla general, como lo era originalmente en la Ley expedida en 1988. 

Aunado a esto, la reforma continúa negando el derecho a todo interesado para intervenir, de manera jurídicamente efectiva, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental, y se limita dicha participación a la mera posibilidad de opinar respecto al proyecto sometido a evaluación, instrumento que en nada vincula a las autoridades a actuar conforme a la Ley, y que se ofrece solamente a los habitantes de las comunidades que puedan resultar afectadas. 

Asimismo, la confusión que existe por la aparente concurrencia competencial establecida por el texto del artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución dio lugar a la creación de la figura de los convenios o acuerdos de coordinación establecidos por la reforma aludida, sin considerar que dicha figura no opera constitucionalmente en la materia que nos ocupa. 

De acuerdo con el texto vigente del artículo 73, fracción XXIX-G de la Constitución General de la República, es competencia del Congreso de la Unión la expedición de leyes que establezcan la concurrencia de los tres niveles de gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico. 

El término concurrencia utilizado por nuestra Ley Fundamental ha suscitado controversias ya que, al ser equívoco, se ha pretendido entenderlo en la acepción de un tipo de competencia no reconocido por nuestro sistema constitucional. La competencia concurrente. Originado en la Doctrina y Jurisprudencia constitucional de los Estados Unidos de América, este tipo de sistema competencial, permite a los estados de la Unión Americana ejercitar de manera sustituta las facultades de la Federación, bajo la condición de que ésta no las esté desarrollando.

Por disposición del artículo 124 de la Constitución Mexicana, toda facultad que no está expresamente concedida a la Federación, se entiende reservada a los Estados. Así, no existe la posibilidad de que coexistan los ámbitos de competencia local y federal para el ejercicio de una misma facultad, ya sucesiva o simultáneamente, dando pauta para que esta pueda ser desarrollada indistintamente por la Federación y/o por los estados de la Unión de manera concurrente o coincidente.
En consecuencia, el término concurrencia utilizado por el artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Federal, debe ser entendido como un sinónimo de participación o cooperación, ya que indubitablemente establece que la concurrencia se dará en el ámbito de sus respectivas competencias, sin referirse tal alusión competencial a la jurisdicción, es decir, al ámbito espacial de aplicación de las normas jurídicas, sino a una competencia estrictamente material. 

Así pues, con base en el propio sistema de distribución de competencias de la Constitución, el Congreso de la Unión está facultado para expedir una legislación que delimite claramente el ámbito en que cada nivel de gobierno participará en el desarrollo de las funciones publicas del Estado en materia de protección al ambiente y preservación y restauración del equilibrio. Pero sin poder, de ninguna manera, privar de sus facultades a la propia Federación o autorizar la invasión de esta en la esfera competencial de los estados o municipios 

De dársele una interpretación contraria a dicho precepto constitucional, se estaría aceptando que el Congreso de la Unión, en funciones de legislador ordinario, pudiera reformar o aun derogar preceptos de la Constitución como un Poder Constituyente, siendo, como lo es, un Poder Constituido. So pretexto de tal interpretación, la Federación podría limitar o aun privar a los estados y municipios de todas sus facultades, arguyendo que tal o cual actividad queda sujeta a la autorización de los órganos federales para su realización por los posibles efectos que pudiera tener en el medio ambiente y en el equilibrio de los ecosistemas. 

Por el contrario, lo que el precepto constitucional persigue, dentro de un estricto apego al pacto federal y a su sistema de distribución de competencias, es la cooperación y participación de los tres niveles de gobierno en la protección del ambiente así como en la preservación y restauración del equilibrio ecológico. Sin invasión ni renuncia de sus respectivas esferas competenciales. 

En lo que se refiere a las áreas naturales, y contrariamente al objeto de existencia de las mismas, la reforma dejó abierta la posibilidad de que éstas sean objeto de una desmesurada explotación mercantil por parte de entidades privadas, sin que se definan en la Ley las condiciones mínimas a las que deberá sujetarse dicha explotación ya que se deja, de forma por demás discrecional, dicha definición a lo que en tal sentido prevean los programas de manejo de las mencionadas áreas. 

Tal conclusión es ineludible al analizar el artículo 44 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Este precepto establecía, en su redacción original, que en las áreas naturales protegidas establecidas por la Federación, sólo se podrían realizar los usos y aprovechamientos social y nacionalmente necesarios. Congruentemente con los principios del artículo 27 constitucional (que faculta a la Nación para imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público y que el propio precepto constitucional nos indica que en todo caso será de interés público el establecimiento de reservas territoriales para la protección del ambiente y la preservación y restauración del equilibrio ecológico), el artículo 44 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, impedía el aprovechamiento y uso indiscriminado de las áreas naturales protegidas, para la realización de actividades empresariales; siempre que éstas no fueran a redundar en la satisfacción de una necesidad social a nivel nacional. 

Al eliminarse con las reformas la referencia indicada en el párrafo anterior, se deja abierta la posibilidad para que los recursos naturales y terrenos dentro de las mencionadas áreas sean aprovechados, indiscriminadamente, para cualquier fin empresarial, sin importar quién se beneficie de ello, en detrimento del ambiente y de los ecosistemas propios del lugar. 

Proponemos en esta iniciativa una serie de reformas y adiciones que reviertan el grave retroceso legislativo del que hablamos al iniciar esta exposición. Reformas y adiciones en materia de principios constitucionales en los que debe basarse la distribución de competencias prevista por la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; acuerdos de colaboración entre la Federación, estados, el Distrito Federal y municipios; evaluación del impacto ambiental; áreas naturales protegidas; participación social; derecho a la información ambiental; y personas físicas y morales con fines ambientalistas. 

Las reformas y adiciones que se proponen tienen como finalidad adecuar los preceptos sujetos de las mismas a los fines constitucionales que se han mencionado más arriba y, además, hacer realmente efectivo el derecho a la participación social en la toma de decisiones públicas que afectan al ambiente y a la preservación del equilibrio ecológico. 

Asimismo, se pretende devolver a las áreas naturales protegidas este carácter de manera efectiva, para que sus entornos y recursos no sigan estando a merced de intereses comerciales desmesurados y sin control, sino al servicio de las legítimas necesidades sociales de nuestro país. 

En lo que toca a la participación de organizaciones y personas interesadas en el medio ambiente, se crea la figura de las personas físicas y morales con fines ecológico-ambientalistas y se les dota de una serie de facultades y prerrogativas para que, en un ambiente de suficiencia material e independencia crítica y de acción, puedan aportar de manera productiva sus esfuerzos a la realización de una sociedad mejor, más justa y respetuosa de la naturaleza. 

Por ello, respetuosamente, los senadores integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, nos permitimos someter a esta H. Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión la presente iniciativa de: 

DECRETO mediante el cual se reforman y  adicionan diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 

ARTICULO UNICO.- Se reforman: las fracciones VII y VIII, del artículo 1o.; fracción II del artículo 2o.; artículo 11; párrafo primero del artículo 12 y sus fracciones I, II, IV, V y VI; párrafo primero del artículo 28; artículo 31; fracción IV del artículo 34; artículo 39; artículo 44; párrafo primero del artículo 45; párrafo segundo del artículo 46; artículo 157; artículo 158; artículo 159 BIS 3; fracción II del artículo 159 BIS 4; párrafo primero y segundo del artículo 159 BIS 5 y adicionan: una fracción V al artículo 2; los artículos 44 BIS; 158 BIS; un párrafo quinto al 159 BIS 5; así como los artículos 159 BIS 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 de un nuevo Capítulo III del Título Quinto, todos ellos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; para quedar como sigue: 

Artículo 1o.- ... 

VII.- Garantizar el derecho a la participación corresponsable de las personas, en forma individual o colectiva, en la preservación y restauración del equilibrio ecológico, el desarrollo sustentable y la protección al ambiente; 

VIII.- El ejercicio de las atribuciones que en materia ambiental corresponden a la Federación, los estados, el Distrito Federal y bajo los principios competenciales previstos en los artículos 73, fracción XXIX-G, 115, 116 y 124, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 2o.- Se considera de utilidad pública e interés social: 

II. La protección y preservación de las áreas naturales, así como la restauración y reconstrucción de su entorno ecológico mediante el establecimiento de las áreas naturales protegidas a las que se refiere esta Ley; 

V. La participación social de las personas, individual o colectivamente, en toda actividad, pública o privada, que tenga por objeto la preservación o restauración del equilibrio ecológico o la protección del ambiente, en los términos establecidos en la presente Ley, sus reglamentos y demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables;

Artículo 11.- La Federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios, podrán suscribir acuerdos de colaboración con el propósito de que a éstos se les delegue, bajo su más estricta responsabilidad y sujetos a la supervisión y control de la Secretaría, el ejercicio de las funciones administrativas que en materia de preservación del equilibrio ecológico y protección al ambiente, corresponden a la Federación, de conformidad con las previsiones contenidas en el presente ordenamiento y demás disposiciones legislativas y reglamentarias aplicables. 

Los convenios a que se refiere el párrafo anterior, para surtir sus efectos, deberán ser publicados en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial del gobierno local respectivo. 

Previamente a la publicación definitiva que se menciona en el párrafo anterior, el proyecto de convenio deberá ser publicado en los mismos medios de difusión oficial, concediendo un plazo de sesenta días, siguientes a dicha publicación previa, para que todo interesado puede opinar respecto al contenido y alcances del acuerdo que se pretenda suscribir. Sin la previa publicación indicada, los acuerdos no podrán surtir efecto legal alguno. 

Los convenios a los que se refiere este artículo, en cuanto que sólo implican una mera delegación de funciones administrativas, podrán ser revocados por la Federación, si existe un incumplimiento grave o reiterado de los mismos por parte de las entidades públicas que hayan asumido tales funciones. 

Artículo 12.- Los acuerdos de colaboración que suscriban la Federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios para los propósitos a que se refiere el artículo anterior, deberán ajustarse a las siguientes bases: 

I.- Definirán con precisión las materias y actividades que constituyan el objeto del acuerdo; 

II.- El propósito de los acuerdos de colaboración deberá ser congruente con las disposiciones del Plan Nacional de Desarrollo y con la política ambiental general; 

III.-... 

IV.- Los acuerdos de colaboración deberán señalar, en su caso, las metas a conseguir y los plazos para su debido cumplimiento; 

V.- Definirán el órgano u órganos que llevarán a cabo las acciones que resulten del clausulado de los acuerdos de colaboración, incluyendo las de evaluación; y 

VI.- Contendrán las demás estipulaciones que las partes consideren necesarias para el correcto cumplimiento del acuerdo.

Artículo 28.- La evaluación de impacto ambiental es el procedimiento administrativo a través del cual la Secretaría autorizará o negará, según sea el caso, la procedencia ambiental de proyectos específicos, así como las condiciones a las que se sujetarán los mismos para la realización de las obras, actividades y aprovechamientos a que se refiere la presente sección, a fin de evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos sobre el ambiente. Para tal efecto, quienes pretendan llevar a cabo alguna de las siguientes obras o actividades requerirán previamente la autorización en materia de impacto ambiental de la Secretaría: 

Artículo 31.- Cuando existan normas oficiales mexicanas u otras disposiciones que regulen las emisiones, las descargas, el aprovechamiento de recursos naturales y, en general, todos los impactos ambientales que puedan producir las obras, actividades o aprovechamientos a que se refiere el artículo 28, solo se requerirá, para su autorización, de la presentación de un informe preventivo, siempre que: 

I.- Se trate de obras o actividades que por su ubicación, dimensiones o características no ocasionen un impacto ambiental significativo; 

II.- Se trate de instalaciones ubicadas en parques industriales autorizados en los términos de la presente sección; y 

III.- Las obras o actividades de que se trate estén expresamente previstas por un plan de desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico que haya sido evaluado por la Secretaría en los términos del artículo siguiente.

En los casos anteriores, la Secretaría, una vez analizado el informe preventivo y constatada la existencia del supuesto respectivo, determinará, en un plazo no mayor de treinta días, contados a partir del día siguiente a aquel en que esté a disposición del público el informe, si se requiere la presentación de una manifestación de impacto ambiental o si se está en alguno de los supuestos de excepción. 

Para los efectos precisados en el párrafo anterior, la Secretaría publicará en la Gaceta Ecológica el listado de los informes preventivos que se le presenten, los cuales, a partir de dicha publicación, estarán a disposición del público. 

Artículo 34.- ... 

I...

II. 

III...

IV. Toda persona tendrá derecho a intervenir en el procedimiento para la evaluación de impacto ambiental para tal efecto, cualquier interesado podrá proponer por escrito que se niegue la autorización de procedencia ambiental o el establecimiento de condiciones adicionales a las previstas en la manifestación para mitigar el impacto ambiental del proyecto. Este derecho deberá ser ejercitado en los términos establecidos por el reglamento respectivo, el cual garantizará lo establecido por los artículos 1o. fracción VII y 2o. fracción V de esta Ley; y 

V. ...

Artículo 44.- Toda zona del territorio del Nacional será considerada objeto de preservación, restauración y protección, particularmente aquellas áreas en las que los ambientes originales no hayan sido significativamente alterados por la actividad del ser humano o aquellas que, a pesar de haber sido ya afectadas, requieran, por su especial relevancia para el país o su población, ser sometidas a programas de preservación o restauración; para tal efecto el Ejecutivo federal emitirá las declaratorias de protección correspondientes para el área de que se trate, en las que no podrá permitirse la realización de actividades, usos o aprovechamientos distintos de aquellos que se encuentren expresamente contemplados en el programa de manejo que para el efecto se emita, de conformidad con el decreto correspondiente, y de acuerdo con lo establecido en la presente Ley, siempre que sean social y nacionalmente necesarias, salvo las excepciones que expresamente se establecen en el presente Título. 

Se entenderá que un uso o aprovechamiento es socialmente necesario, cuando de su realización se pretenda obtener la satisfacción de la demanda, real y directa en el país, de un elemento natural no susceptible de obtenerse de otra fuente dentro del territorio de la República Mexicana o en el extranjero, en condiciones de mercado que sean considerablemente más benéficas para la economía Nacional y que justifiquen plenamente el impacto ambiental que pudiera tener la realización de la actividad uso o aprovechamiento pretendidos. En iguales términos, se considerará socialmente necesaria la realización de toda actividad que tienda a mejorar de manera efectiva las condiciones económicas, culturales, educativas, de salud y, en general, de bienestar de las comunidades asentadas en el área de que se trate, siempre que éstas participen de manera directa en la toma de decisiones y realización de las actividades, usos o aprovechamientos pretendidos. 

En todo caso, la autoridad competente, tratándose de cualquier tipo de actividad uso o aprovechamiento que se pretenda realizar dentro del perímetro de un área natural protegida de jurisdicción federal, deberá tomar en cuenta para la autorización respectiva el impacto ambiental que pudiera producirse directa o indirectamente a largo plazo, considerando de inicio y estableciendo, en su caso, las medidas que deberán tomarse para la mitigación o prevención de los mismos; para tal efecto, se declararán las reservas territoriales para urbanización que se consideren necesarias, cuyo único uso posible será el de casa habitación o de servicios directamente relacionados con el mismo, las que bajo ningún concepto podrán ser objeto de especulación mercantil; asimismo, se considerarán las presiones que se pudieran llegar a ejercer sobre los ecosistemas y el medio ambiente por la demanda de elementos naturales para satisfacer las necesidades de la población allí asentada. 

Artículo 44 Bis.- Para los efectos precisados en el último párrafo del artículo anterior, en las reservas territoriales para urbanización de las áreas naturales protegidas se utilizarán en la construcción de viviendas y equipamiento urbano materiales tradicionales de las comunidades previamente asentadas en la zona, así como tecnologías y prácticas, propias del lugar o adaptables al mismo, que hagan posible la autosuficiencia de sus residentes y la sustentabilidad de su entorno social. Las autoridades darán la asesoría y el apoyo que sean necesarios para la consecución de los fines establecidos en este artículo. 

Artículo 45.- El sometimiento particular de ciertas áreas naturales a un régimen específico de protección tiene como finalidad: 

Artículo 46.- ... 

I... 

II… 

III... 

IV…

Para efectos de lo establecido en el presente capítulo son de competencia de la Federación las áreas naturales sometidas a las modalidades de protección establecidas en las fracciones I a VIII de este artículo; y estarán sujetas a la excepción prevista por la parte final del párrafo primero del artículo 44 de esta Ley, las contempladas por las fracciones II, IV y VI anteriores. 

Artículo 157.- El Gobierno federal, por conducto de la Secretaría y las demás dependencias públicas, deberá promover la participación corresponsable de la sociedad en la planeación, ejecución y evaluación de la política ambiental y de recursos naturales, la cual deberá promover, de forma fundamental, la protección al ambiente y el equilibrio ecológico. Para tal efecto, concertará acciones e inversiones con los sectores social y privado y con las instituciones académicas, grupos y organizaciones sociales y personas interesadas para la protección del ambiente y la preservación y restauración del equilibrio ecológico. 

La Secretaría reconocerá el derecho de toda persona a actuar en defensa del ambiente y de la preservación de equilibrio ecológico, para lo cual promoverá la utilización y difundirá la existencia, entre la población, de la denuncia popular y los medios de participación análogos previstos para tales objetivos en este ordenamiento. 

Artículo 158 Bis.- Todo proyecto de reglamento, decreto, acuerdo, circular y cualesquiera otro acto administrativo, cuyo alcance sea general y que tenga por objeto establecer, en la esfera administrativa, criterios, procedimientos o interpretaciones para la aplicación de esta Ley o de otros ordenamientos jurídicos que regulen la protección al ambiente o el equilibrio ecológico, deberá ser publicado previamente en el Diario Oficial de la Federación por la autoridad que pretenda emitirlo. 

Todo acto de los que se mencionan en el párrafo primero de este artículo, que no haya sido sometido al proceso de consulta establecido en esta Ley o que contravenga el objeto de interés público normado por los ordenamientos jurídicos cuya observancia pretenda regular, será nulo y no producirá efecto legal alguno y de dicha nulidad podrá prevalerse cualquier interesado. 

El órgano de autoridad que haya dictado un acto administrativo de la naturaleza a la que se refiere este artículo, que no reúna los requisitos de validez a los que alude el párrafo anterior, será responsable solidariamente con los servidores públicos que hayan intervenido en su proceso de formación, si de la nulidad del acto se derivan daños a terceros que, de buena fe, se hubieran acogido a los criterios, procedimientos o beneficios establecidos en el mismo. 

Artículo 159 Bis 3.- .......... 

Para los efectos de lo dispuesto en el presente ordenamiento, se considera información ambiental, cualquier información escrita, visual o en forma de base de datos, de que dispongan las autoridades ambientales en materia de agua, aire, suelo, flora, fauna y recursos naturales en general, así como sobre las actividades o medidas que afectan o puedan afectarlos, incluyendo los resultados de las inspecciones y verificaciones que realice la Secretaría y los de las auditorías ambientales efectuadas por los particulares en los términos de esta Ley. 

Artículo 159 Bis 4.- ... 

II.- Se trate de información relativa a procedimientos administrativos y judiciales en los que la autoridad no ha emitido resolución o dictamen definitivo, salvo en los casos de manifestaciones de impacto ambiental, informes preventivos y denuncia popular; 

Artículo 159 Bis 5.- Las autoridades ambientales deberán resolver por escrito toda petición de información ambiental y notificarla a los solicitantes en un plazo no mayor de veinte días a partir de la recepción de la petición respectiva. En caso de que la autoridad conteste negativamente la solicitud, deberá señalar las razones que motivaron su determinación. 

Si dentro del plazo establecido en el párrafo anterior, la autoridad ambiental no notifica por escrito y de forma indubitable su resolución, la solicitud de información ambiental se entenderá resuelta en sentido afirmativo y se deberá entregar la información solicitada en un plazo no mayor de cinco días contados a partir del día que, a más tardar, se debió notificar la resolución correspondiente. 

El titular del órgano administrativo que se oponga sin motivos fundados a la entrega de la información ambiental que se le requiera, se hará acreedor a una multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, sin perjuicio de las demás sanciones que le correspondan de conformidad con las demás leyes que resulten aplicables. 

CAPITULO III 

Personas físicas y morales con fines ecológico-ambientalistas

Artículo 159 BIS 7.- Toda persona física o moral que se dedique de manera habitual a actividades relacionadas con la protección al ambiente, la preservación del equilibrio ecológico, defensa y protección de los animales, la difusión de una cultura ambiental de respeto y armonía con la naturaleza o, en general, a cualquier actividad análoga que no tenga como objeto la realización de un fin económico de lucro tendrá derecho a las prerrogativas y estímulos establecidos en el presente capítulo. 

Artículo 159 BIS 8.- La Secretaría y demás dependencias del Ejecutivo federal, respetarán y fomentarán la independencia y posiciones críticas de las personas físicas o morales a que se refiere el artículo anterior, para lo cual facilitarán y cooperarán con todos los medios necesarios, en la medida de sus posibilidades, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y sus reglamentos, para la realización plena de sus objetivos, sin perjuicio de dar a todo interesado en asuntos ambientales, aún cuando sea de carácter eventual, la oportunidad de participar en los procedimientos establecidos en este ordenamiento. 

Sección Primera 
Constitución y registro
Artículo159 Bis 9.- La Secretaría llevará un registro de todas las personas, físicas o morales que se dediquen de manera habitual a las actividades a que se refiere el artículo 159 Bis 7 de esta Ley; dicho registro será voluntario para las personas señaladas y tendrá como finalidad el contar con un padrón para otorgar las prerrogativas y estímulos previstas en el presente capítulo, así como el de estar en posibilidad de notificarles personalmente los asuntos de su interés, y así hacer efectivos los derechos de participación social establecidos en este ordenamiento. 

Bajo ninguna circunstancia, salvo orden judicial fundada y motivada, se podrá dar información del registro a autoridades diversas de la Secretaría, sin consentimiento previo, expreso y por escrito del interesado. 

Las personas registradas son directamente responsables de mantener actualizados sus datos correspondientes en el registro, para los efectos de la parte final del párrafo primero de este artículo. 

Artículo 159 Bis 10.- La Secretaría y las personas registradas que se dediquen a las actividades mencionadas en el artículo 159 Bis 7 de esta Ley, integrarán un comité mixto para vigilar y cumplimentar las disposiciones de este capítulo. El reglamento del registro y de las demás disposiciones relativas será elaborado con la participación directa de las personas interesadas, previa convocatoria fehaciente y pública a la que se aplicará, en lo conducente, lo establecido en el artículo 158 BIS de la presente Ley. 

Artículo 159 BIS 11.- Las personas morales que deseen obtener el registro al que se refiere este capítulo deberán constituirse como asociaciones civiles, en términos de lo dispuesto por el Código Civil de la entidad y estar inscritas en el Registro Público de la Propiedad, en el Distrito Judicial de su domicilio; dichas asociaciones se regirán por sus estatutos; sin embargo, en éstos deberá constar de manera expresa y principal la realización de alguno de los fines establecidos en el artículo 159 Bis 7 de este ordenamiento, para ser sujetos del registro respectivo ante la Secretaría, sin perjuicio de otros fines diversos autorizados por las leyes aplicables para las asociaciones civiles. 

Sección Segunda 
Prerrogativas
Artículo 159 Bis 12.- Para la realización de su objeto y fines ecológico-ambientalistas, las personas a las que se refiere este capítulo tendrán acceso a las siguientes prerrogativas: 

I.- En términos de las disposiciones fiscales aplicables, serán consideradas personas morales no contribuyentes respecto de las contribuciones federales y tendrán derecho a expedir recibos deducibles del impuesto sobre la renta, por las donaciones en dinero o en especie que reciban para la consecución de sus fines ecológico-ambientalistas; 

II.- El Presupuesto de Egresos de la Federación asignará una partida especial con cargo a la Secretaría para el financiamiento público directo a las personas que se refiere este capítulo, para la implementación y operación, en sus fases de inicio, de programas de preservación o restauración del equilibrio ecológico; uso o aprovechamiento sustentable de elementos naturales; de educación o difusión de la cultura ecológico-ambientalista; o de cualquier otra clase que tenga por objeto la consecución de los fines de interés público regulados por esta Ley y que, eventualmente, sea autofinanciable; a tal financiamiento tendrán derecho, en la forma y términos que disponga el reglamento respectivo, siempre y cuando estén registradas y cumplan con las disposiciones de esta Ley; y 

III.- Dentro de los tiempos oficiales a los que tenga derecho el Gobierno federal en los medios electrónicos de comunicación, tendrán acceso de manera conjunta, en el marco del comité mixto a que se refiere el artículo 159 Bis 10 de esta Ley, y en la manera y términos establecidos en el reglamento respectivo, a un tiempo de hasta ocho horas mensuales en televisión y dieciséis en radio durante el mismo periodo, para difundir libre y responsablemente los programas que estimen convenientes para la realización de sus fines; el Gobierno del federal dispondrá lo necesario a fin facilitar el equipo y personal para la realización de las producciones y transmisiones correspondientes.

Artículo 159 Bis 13.- Las prerrogativas a que se refiere este capítulo sólo podrán ser utilizadas para la realización de los fines específicos establecidos en está Ley; el comité mixto vigilará el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias correspondientes y verificará el informe contable, debidamente soportado por la documentación respectiva, mismo que deberán rendir anualmente las personas que tengan acceso a las prerrogativas establecida en el artículo anterior, de lo contrario, perderán de manera definitiva el registro y el derecho a recibir prerrogativa alguna, además de estar obligadas a restituir al erario el monto de las prerrogativas que hubieran recibido durante el ejercicio del que hubieran omitido rendir el informe correspondiente o respecto del que hubieran falseado la información de soporte, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales en las que pudieran incurrir las personas físicas y/o morales involucradas. 

Artículo 159 Bis 14.- Además de las causas de pérdida de registro y derecho a prerrogativas a las que se refiere el artículo anterior, se sancionará en iguales términos a la persona que: 

I.- Reciba financiamiento por sí, o por interpósita persona, de partidos o agrupaciones políticas nacionales; 

II.- Reciba financiamiento de empresas de carácter mercantil, nacionales o extranjeras, asociaciones religiosa o iglesias nacionales o extranjeras, organizaciones o gobiernos extranjeros, con el objeto de utilizar el derecho de las personas a las que se refiere esta Ley para influir en la toma de decisiones públicas que busquen la realización de fines distintos a los de sus objetivos individuales o sociales.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior, el financiamiento internacional recibido por causes institucionales de gobiernos, organismos internacionales u organizaciones internacionales; 

Las sanciones establecidas en la parte final del artículo anterior y este precepto, serán impuestas por el comité mixto previa audiencia de los interesados, el reglamento establecerá los procedimientos respectivos. 

En ningún caso la expresión y toma de posiciones críticas, o el ejercicio de los derechos establecidos en este ordenamiento, dará lugar a las sanciones mencionadas en el párrafo anterior. 

TRANSITORIOS

UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos a 30 de octubre de 2001. 

Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.

